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En el presente informe jurídico se analizará el procedimiento administrativo en 
materia de eliminación de barreras burocráticas, iniciado por PCYDI en contra de la 
MM, seguido ante la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas (en adelante, 
la Comisión) del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección 
de la Propiedad Intelectual (en adelante, el Indecopi), por la imposición de una 
barrera burocrática presuntamente ilegal y/o carente de razonabilidad consistente en 
la restricción horaria especial de funcionamiento (vinculada al cierre del local), 
materializada en el literal c) del artículo 52 de la Ordenanza N° 497-MM, que 
reglamenta las licencias de funcionamiento, autorizaciones derivadas, autorizaciones 
conexas y autorizaciones temporales en el distrito de MM. 
 
Sobre el particular, a través de la Resolución N° 0455-2018/CEB-INDECOPI, del 14 
de septiembre de 2018, la Comisión admitió a trámite un extremo de la denuncia, 
declaró improcedente otro extremo, denegó la solicitud de otorgamiento de medida 
cautelar e informó que se pronunciará sobre el pedido de devolución del pago de 
costas y costos del procedimiento en la resolución final. 
 
En esa línea, mediante el escrito presentado el 10 de octubre de 2018, la MM 
presentó sus descargos y sostuvo (i) que la denunciante no habría presentado 
indicios sobre la carencia de razonabilidad de la barrera burocrática cuestionada y 
solo se limitó a presentar afirmaciones genéricas; (ii) que hay una necesidad legítima 
de regular los horarios de los locales comerciales a fin de tratar de solucionar 
diversos problemas, tales como la emisión de ruidos molestos, la afectación de la 
salud de las personas, la seguridad y la tranquilidad pública; (iii) que la regulación de 
horarios resulta idónea y adecuada para lograr la solución del problema y/o para 
alcanzar el objetivo de la medida, la cual es garantizar el descanso absoluto de los 
vecinos aledaños al local comercial, y; (iv) que la restricción horaria es proporcional 
a sus fines, toda vez que otras medidas no serían más eficaces para garantizar un 
entorno acústicamente sano.   
 
Posteriormente, por medio de la Resolución N° 0060-2019/CEB-INDECOPI, emitida 
el 5 de febrero de 2019, la Comisión declaró barrera burocrática carente de 
razonabilidad la medida cuestionada y, por tanto, fundada la denuncia.  
 
El 18 de febrero de 2019, la MM presentó un recurso de apelación en contra de la 
Resolución N° 0060-2019/CEB-INDECOPI. El 8 de abril de 2019, PCYDI absolvió el 
recurso de apelación reiterando los argumentos que presentó en su escrito de 
denuncia y, además, sostuvo que (i) el Tribunal Constitucional ha señalado que la 
seguridad ciudadana no resulta una justificación suficiente para la imposición de la 
restricción cuestionada y; (ii) que su establecimiento no genera ruido y cumple con 
los estándares previstos en la Ordenanza N° 364-2011/MM, que aprobó el Régimen 
de Prevención y Control de la Contaminación Sonora y de Vibraciones en el distrito 
de MM. 
 
Finalmente, la Sala Especializada en Eliminación de Barreras Burocráticas (en 
adelante, la Sala) del Indecopi revocó la Resolución N° 0060-2019/CEB-INDECOPI 
en todos sus extremos y, en consecuencia, declaró infundada la denuncia 
presentada. 
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I. RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO  
 

LA DENUNCIA 
 

Con fecha 15 de agosto de 2018, PCYDI interpuso una denuncia ante la 
Comisión en contra de la MM por la presunta imposición de una barrera 
burocrática ilegal y/o carente de razonabilidad consistente en la restricción 
horaria especial de funcionamiento (vinculada al cierre del local), materializada 
en el literal c) del artículo 52 de la Ordenanza N° 497-MM, que reglamenta las 
licencias de funcionamiento, autorizaciones derivadas, autorizaciones conexas 
y autorizaciones temporales en el distrito de MM y en la Resolución de Licencia 
de Funcionamiento N° 1746-2017-SGC-GAC/MM, emitida al amparo del inciso 
c) del artículo 55 de la Ordenanza N° 389-MM.  

 
 

ADMISIÓN A TRÁMITE DE LA DENUNCIA 
 

Por medio de la Resolución N° 0455-2018/CEB-INDECOPI, la Comisión 
resolvió admitir a trámite un extremo de la denuncia, declaró improcedente otro 
extremo, denegó la medida cautelar solicitada por PCYDI e informó que se 
pronunciará sobre el pedido de devolución de costas y costos del procedimiento 
cuando emita el pronunciamiento final de la materia controvertida. 

 

DESCARGOS 
 

Con fecha 23 de septiembre de 2018, la MM se apersonó al procedimiento y 
solicitó que se le otorgue una prórroga de plazo para que presente sus 
descargos. En esa línea, mediante el escrito del 10 de octubre de 2018, la MM 
presentó su escrito de descargos, con base en los siguientes argumentos: 
 

 La Ordenanza N° 497-MM, fue emitida dentro de la competencia otorgada 
por la Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades. 

 

 La MM sostiene que del escrito de denuncia no se advierte que PCYDI 
haya presentado indicio alguno que esté dirigido a sustentar que la 
presunta barrera burocrática originada en la regulación de horarios del 
local contenida en el literal c) del artículo 52 de la Ordenanza N° 497-MM 
sea una medida arbitraria o desproporcionada. 

  

 Hay una necesidad legítima de regular los horarios de los locales 
comerciales a fin de tratar de solucionar la problemática que sigue hasta 
la actualidad en el distrito de MM, tales como la emisión de ruidos 
molestos, la afectación de la salud de las personas, la seguridad y la 
tranquilidad pública, advertidas por las quejas vecinales. 

 

 La MM sostiene que la finalidad del gobierno local es representar al 
vecindario, promover la adecuada prestación de los servicios públicos 
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locales y el desarrollo integral, sostenible y armónico de su 
circunscripción. 

 

 La regulación de horarios sí califica como una medida que se justifica en 
el interés público. Lo que se pretende evitar es la intranquilidad en el 
vecindario y la falta de seguridad. 

 

 La MM invocó el Expediente N° 007-2006-PI/TC del Tribunal 
Constitucional. 

 

 La regulación de horarios resulta idónea y adecuada para logar la solución 
del problema y/o para alcanzar el objetivo de la medida, pues solo con el 
funcionamiento de los locales hasta las 03:00 horas y 1:00 horas se 
garantiza el descanso absoluto de los vecinos aledaños al local comercial. 

 

 La restricción horaria es proporcional a sus fines, toda vez que otras 
medidas no serían más eficaces para garantizar un entorno acústicamente 
sano. Asimismo, la regulación de horarios resulta ser menos costosa para 
las empresas que iniciar un procedimiento sancionador- fiscalizador. 

 

 La Subgerencia de Comercialización, a través del Informe N° 210-2018-
SGC-CAC/MM, ha señalado que, si bien es posible que la restricción del 
horario limite la libertad de trabajo y libre desenvolvimiento, este protege 
el derecho al medio ambiente, a la tranquilidad y a la salud. 

 

 La regulación de horarios resulta el medio más idóneo y adecuado para el 
desarrollo de las ciudades del futuro, pues genera aspectos positivos, 
tales como: actividad en las calles a lo largo del día que genera seguridad 
natural, se reduce la necesidad de usar transporte motorizado para 
movilizarse, lo que mejora el tránsito en la ciudad, entre otros.  
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 
JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 
En este punto del informe materia de análisis corresponde realizar una 
evaluación sobre los problemas jurídicos contenidos en el procedimiento de 
eliminación de barreras burocráticas que obra en el Expediente N° 000263-
2018/CEB. Es así que se tiene como principal cuestión determinar si la barrera 
burocrática consistente en la restricción horaria especial de funcionamiento 
(vinculada al cierre del local), materializada en el literal c) del artículo 52 de la 
Ordenanza N° 497-MM, que reglamenta las licencias de funcionamiento, 
autorizaciones derivadas, autorizaciones conexas y autorizaciones temporales 
en el distrito de MM, constituye barrera burocrática ilegal y/o carente de 
razonabilidad. 
 
Asimismo, corresponde verificar si es correcto el análisis de legalidad y 
razonabilidad realizado por la Comisión y la Sala a través de las Resoluciones 
N° 0060-2019/CEB-INDECOPI y N° 0235-2019/SEL-INDECOPI, teniendo 
como punto de parámetro lo establecido en los artículos 14 al 18 del Decreto 
Legislativo N° 1256. 
 
Al respecto, cabe indicar que de conformidad con el numeral 3) del artículo 3 
del Decreto Legislativo N° 1256, constituye una barrera burocrática «toda 
exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro que imponga cualquier 
entidad, dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o 
permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o que puedan afectar 
a administrados en la tramitación de procedimientos administrativos sujetos a 
las normas y/o principios que garantizan la simplificación administrativa.». 
 
En esta misma línea, Alfredo Lindley-Russo (2018) ha señalado que las 
barreras burocráticas son aquellas medidas «que afecten el desarrollo de 
actividades económicas, ya sea para el acceder o permanecer en el mercado, 
y aquellas que afectan la simplificación administrativa». 
 
De lo mencionado en los párrafos precedentes, debemos entender que una 
barrera burocrática será todo aquel obstáculo impuesto por las entidades de la 
Administración Pública (i) que se encuentren dirigidas a limitar o restringir el 
acceso y/o la permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o (ii) 
que vulneren las normas de simplificación administrativa. Por consiguiente, 
podrá identificarse como barrera burocrática a toda aquella traba que afecte la 
competitividad empresarial y/o la simplificación administrativa.   
 
Asimismo, el Decreto Legislativo N° 1256 ha precisado que, para acreditar la 
imposición actual de las barreras burocráticas, estas deben encontrarse 
contenidas y/o materializadas a través de (i) actos administrativos, (ii) 
disposiciones administrativas y, (iii) actuaciones materiales.  
 
Respecto a las competencias con las que cuenta la Comisión, la referida norma 
en el numeral 6.1 de su artículo 6 señala que el mencionado órgano colegiado 
cuando con competencias para conocer los actos administrativos, disposiciones 
administrativas y actuaciones materiales, incluso del ámbito municipal o 
regional, que impongan barreras burocráticas ilegales y/o carentes de 
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razonabilidad. 
 
En tal sentido, teniendo en consideración la definición de barrera burocrática, la 
obligatoriedad legal de que esta se debe encontrar materializada en un acto 
administrativo, en una disposición administrativa o en una actuación material, 
así como las competencias de la Comisión, corresponde verificar si PCYDI (i) 
cumplió con cuestionar una medida que se encuentre dentro de la definición de 
barrera burocrática antes descrita, (ii) acreditó la imposición de la misma a 
través de uno de los medios de materialización señalados precedentemente y, 
(iii) si la Comisión cuenta con competencias para analizar su pretensión. 
 
Sobre el particular, PCYDI denunció como barrera burocrática presuntamente 
ilegal y/o carente de razonabilidad la restricción horaria especial de 
funcionamiento (vinculada al cierre del local), materializada en el literal c) del 
artículo 52 de la Ordenanza N° 497-MM. Al respecto, se verifica que dicha 
medida consiste en una limitación horaria de funcionamiento del local de la 
denunciante, la cual restringió la permanencia del agente económico en el 
mercado, toda vez que se le dejó de permitir -con la restricción horaria- operar 
en un horario de funcionamiento más extendido.  
 
Asimismo, se verifica que dicha restricción fue impuesta a través de la 
Ordenanza N° 497-MM, es decir, una disposición administrativa oponible a 
todos los administrados que se encuentren operando dentro de la jurisdicción 
de la MM, por lo que dicha norma acredita la imposición de la medida materia 
de análisis. 
 
Finalmente, se constata que la Comisión cuenta con competencias para 
analizar la referida denuncia, en tanto la barrera burocrática, contenida en una 
disposición administrativa impuesta por una municipalidad, se encuentra 
dirigida a limitar su permanencia en el mercado, por lo que se cumple con los 
supuestos señalados en los artículos 3 y 6 del Decreto Legislativo N° 1256.  
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
IDENTIFICADOS 
 
En el procedimiento bajo análisis, PCYDI cuestionó como barrera burocrática 
presuntamente ilegal y/o carente de razonabilidad la restricción horaria especial 
de funcionamiento (vinculada al cierre del local), materializada en el literal c) del 
artículo 52 de la Ordenanza N° 497-MM. 
 
Al respecto, conforme a lo establecido en el artículo 14 del Decreto Legislativo 
N° 1256, el análisis de legalidad que realiza la Comisión consiste en evaluar los 
siguientes aspectos: 
 

 Si la entidad denunciada cuenta con competencias legales para imponer 
la barrera burocrática. 

 Si la entidad siguió los procedimientos y formalidades para la emisión y 
publicación de la norma que materializa la barrera burocrática. 

 Si la entidad vulneró alguna norma y/o principio sobre simplificación 
administrativa y/o algún otro dispositivo legal.  

 
Asimismo, la norma establece que, en caso la barrera burocrática se declare 
legal, la Comisión analizará si la denunciante ha presentado indicios suficientes 
sobre la carencia de razonabilidad, a fin de realizar dicha evaluación -el análisis 
de razonabilidad-.  
 
En esa línea, en el supuesto de que la Comisión -y la Sala, de ser el caso-, 
verifiquen que se han presentado indicios suficientes sobre la carencia de 
razonabilidad, tales órganos resolutivos realizarán el análisis de razonabilidad 
de la barrera burocrática, a fin de verificar si la medida cuestionada resulta ser 
arbitraria o desproporcionada, lo cual consistirá en lo siguiente, según el artículo 
18 de la referida norma: 
 

 Respecto a que la medida no sea arbitraria: 
 
 Verificar la existencia de un interés público que sustentó la 

imposición de la medida cuestionada. 
 Verificar la existencia de un problema que se pretenda solucionar. 
 Verificar que la medida cuestionada resulta idónea y/o adecuada 

para lograr la solución del problema o el objeto que se pretende 
alcanzar. 

 

 Respecto a que la medida no es desproporcionada, la entidad deberá 
acreditar que: 
 
 Realizó una evaluación de los beneficios y/o el impacto positivo que 

generaría la medida y/o de los costos y/o impactos negativos hacia 
los agentes económicos. 

 Verificó que la medida generó mayores beneficios que costos. 
 Verificó que no había medidas menos costos ni menos efectivas que 

la impuesta.  
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En el presente caso, el primer problema jurídico identificado es verificar si la 
restricción horaria especial de funcionamiento (vinculada al cierre del local), 
materializada en el literal c) del artículo 52 de la Ordenanza N° 497-MM 
constituye una barrera burocrática, teniendo en consideración los alcances de la 
definición de barrera burocrática, establecida en el artículo 3 del Decreto 
Legislativo N° 1256. 
 
Por otro lado, el segundo problema jurídico identificado es analizar si la medida 
constituye una barrera burocrática ilegal. Para ello, primero se debe identificar si 
la medida resulta ser legal y/o ilegal, para lo cual los órganos resolutivos del 
Indecopi en materia de eliminación de barreras burocráticas deben verificar (i) si 
esta se impuso dentro de las competencias legales de la MM, (ii) si cumplió con 
los procedimientos y formalidades para emitir la Ordenanza N° 497-MM y, (iii) si 
la medida contenida en la referida ordenanza contravino alguna norma legal.  
 
Finalmente, el último problema jurídico que se identifica del caso es evaluar si la 
medida constituye una barrera burocrática carente de razonabilidad, para lo cual 
se debe analizar si esta no es arbitraria y/o desproporcional. Asimismo, antes de 
realizar este análisis, la carga de probar la falta de la razonabilidad de la medida 
la tiene la denunciante, por lo que, además, se debe evaluar si esta presentó 
indicios suficientes sobre la carencia de razonabilidad.  
 
Ahora bien, respecto al primer problema jurídico identificado, consistente en 
verificar si la medida denunciada constituye una barrera burocrática, cabe reiterar 
que el Decreto Legislativo N° 1256 define a una barrera burocrática como «toda 
exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro que imponga cualquier 
entidad, dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o 
permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o que puedan afectar 
a administrados en la tramitación de procedimientos administrativos sujetos a las 
normas y/o principios que garantizan la simplificación administrativa.». 
 
En esa línea, para que la medida cuestionada sea evaluada por la Comisión, esta 
debe consistir en una exigencia, un requisito, una limitación, una prohibición y/o 
un cobro, y no solo eso, sino que además dicha medida debe restringir u 
obstaculizar el acceso o la permanencia en el mercado a los agentes económicos 
o debe vulnerar normas y/o principios de simplificación administrativa. En tal 
sentido, la barrera burocrática denunciada tiene que haber afectado la 
competitividad empresarial a la denunciante o haber contravenido la 
simplificación administrativa dentro de un procedimiento administrativo. 
 
En el presente caso, se verifica que la medida cuestionada constituye una 
limitación horaria de funcionamiento y se encuentra dirigida y/o impuesta a 
agentes económicos. En tal sentido, se observa que la restricción horaria sí se 
encuentra enmarcada dentro de la definición de barrera burocrática establecida 
en el Decreto Legislativo N° 1256, por lo que la Comisión y la Sala, de ser el 
caso, se encuentran habilitadas para analizar su legalidad y razonabilidad. En tal 
sentido, bajo los argumentos señalados, considero que la medida cuestionada sí 
resulta ser una barrera burocrática que puede ser materia de evaluación por la 
Comisión a fin de que se evalúe su legalidad y razonabilidad. 
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Sobre el segundo problema jurídico identificado, consistente en verificar si la 
medida resulta ser legal o ilegal, cabe tener en consideración los supuestos 
materia de evaluación en el análisis de legalidad establecidos en el artículo 14 
del Decreto Legislativo N° 1256. 
 
Al respecto, de la revisión del artículo 79 de la Ley N° 27972, Ley Orgánica de 
Municipalidades, se observa que las municipalidades cuentan con competencia 
para normar, regular y otorgar autorizaciones, derechos y licencias, así como 
realizar la fiscalización de apertura de establecimientos comerciales.  

 
De las normas mencionadas, se verifica que la Ley N° 27972 habilita a la MM a 
imponer la medida materia de cuestionamiento, por lo que la entidad edil cuenta 
con competencias para imponer la barrera burocrática. Asimismo, se verifica que 
la Municipalidad cumplió con aprobar la restricción horaria de funcionamiento a 
través de un instrumento legal idóneo -la Ordenanza N° 497-MM- la cual fue 
publicada en el diario oficial El Peruano el 30 de marzo de 2018. A su vez, se 
verifica que la barrera burocrática no vulneró el marco legal vigente. Por lo tanto, 
bajo los fundamentos expuestos, que tienen como base la Ley Orgánica de 
Municipalidades, considero que la medida resulta ser legal, por lo que, por dicho 
extremo, no debe declararse su inaplicación. 
 
Con relación al último problema jurídico identificado, consistente en determinar 
si la medida constituye una barrera burocrática carente de razonabilidad, se debe 
tener en cuenta que, primero, se debe verificar que la denunciante haya 
presentado indicios suficientes sobre la carencia de razonabilidad de la medida 
denunciada, lo cual tiene como base legal los artículo 15 y 16 del Decreto 
Legislativo N° 1256. 
 
Al respecto, considero que la denunciante cumplió con presentar indicios 
suficientes sobre la carencia de razonabilidad de la medida, toda vez que sostuvo 
que no existe un interés público real que la medida cuestionada busque proteger, 
ni un problema que se pretenda solucionar, en tanto la medida no resulta idónea 
ni adecuada y ha sido impuesta de manera injustificada en todo el distrito de 
Miraflores. 
 
Ahora bien, respecto a la arbitrariedad de la medida, considero que la 
Municipalidad sí cumplió con identificar un interés público y un problema que 
debe solucionar, no obstante, no cumplió con acreditar que la restricción horaria 
es la más idónea para solucionar los problemas identificados -protección de la 
seguridad, de la tranquilidad pública, del medio ambiente, del entorno 
acústicamente sano y mejorar el tránsito en el distrito -, ya que impuso la medida 
en todo el distrito, generalizando dichos problemas en toda su jurisdicción, 
cuando en realidad solo se dan en ciertos sectores. En tal sentido, al no cumplir 
con todos los supuestos señalados en el artículo 18 del Decreto Legislativo N° 
1256, la medida resulta ser arbitraria. 
 
Por otro lado, de la revisión de la documentación del expediente, así como de la 
presentada por la MM, se observa que, para imponer la restricción horaria la 
referida entidad no acreditó haber realizado una evaluación previa con 
anterioridad a la emisión de la Ordenanza N° 497-MM en la que se haya evaluado 
los impactos positivos y negativos de la imposición de la medida, los costos y 
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beneficios de la misma, así como tampoco se verifica que haya optado por elegir 
la medida menos gravosa para los agentes económicos. 
 
En tal sentido, bajo los argumentos esbozados, considero que la medida resulta 
ser una barrera burocrática carente de razonabilidad, por lo que debe imponerse 
la inaplicación de la misma con efectos en concreto en favor de la denunciante. 
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IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 
 
A propósito de la denuncia interpuesta por PCYDI, la Comisión emitió la 
Resolución N° 0060-2019/CEB-INDECOPI, por medio de la cual declaró que la 
restricción horaria especial de funcionamiento (vinculada al cierre del local), 
materializada en el literal c) del artículo 52 de la Ordenanza N° 497-MM no 
constituía barrera burocrática ilegal, pero sí resultaba ser carente de 
razonabilidad por los siguientes fundamentos:  

  

 Respecto de los indicios sobre la carencia de razonabilidad: 
 

La denunciante sostuvo que la medida resulta carente de razonabilidad (i) 
por ser arbitraria al no proteger un interés público y, a su vez, es 
desproporcional por generar mayores costos que beneficios; (ii) ya que 
cerrar el local de manera anticipada genera una reducción considerable 
en las ventas de la empresa, lo cual podría desencadenar salir 
forzosamente del mercado, y; (iii) no existe un interés público real que la 
medida cuestionada busque proteger, ni un problema que se pretenda 
solucionar, en tanto la medida no resulta idónea ni adecuada y ha sido 
impuesta de manera injustificada en todo el distrito de Miraflores. 
 
Sobre dichos argumentos, la Comisión sostuvo en su pronunciamiento 
que los dos primeros resultaron ser afirmaciones genéricas, por lo que, 
conforme a los establecido en los literales c) y d) del numeral 16.2 del 
artículo 16 del Decreto Legislativo N° 1256, no corresponde considerar 
dichos argumentos como indicios suficientes sobre la carencia de 
razonabilidad de la medida cuestionada. 
 
Respecto al tercer argumento, la primera instancia sostuvo que se 
encontraba dirigido a sustentar «que la medida impuesta carecería de 
fundamentos y de justificación [medida arbitraria] pues la Municipalidad no 
ha sustentado la razón de la imposición y, además, ha sustentado que la 
restricción impuesta es una medida que resulta excesiva en relación con 
sus fines [medida desproporcionada] pues ha sido impuesta de manera 
injustificada en todo el distrito de Miraflores», por lo que la Comisión 
consideró que dicho indicio resultaba acorde a lo establecido en el artículo 
16 del Decreto Legislativo N° 1256. 

 

 Respecto de la carencia de razonabilidad de la medida: 
 

Arbitrariedad de la barrera burocrática: 
 
Sobre la carencia de razonabilidad de la restricción horaria especial de 
funcionamiento (vinculada al cierre del local), la Comisión señaló que por 
medio de la sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el 
Expediente N° 007-2006-PI/TC se precisó que la restricción horaria es una 
medida inadecuada para la protección de la integridad, la vida y la 
seguridad de las personas que trabajan en establecimientos y de las 
personas que concurren a los mismos, toda vez que esta puede proveerse 
a través de la implementación de un adecuado servicio de la Policía 
Nacional y del servicio de serenazgo de la propia Municipalidad e, incluso, 
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establecerse como deber de los propios establecimientos comerciales, 
resultante de los servicios que brindan.  
 
Sin perjuicio de ello, la Comisión también enfatizó que en la referida 
sentencia se precisó que las restricciones horarias sí resultan ser medidas 
idóneas y justificadas para proteger la tranquilidad, el estado de salud de 
los vecinos residentes en las zonas aledañas a aquella donde opera la 
restricción y medio ambiente, cuando se tiene evidencia que las 
realizaciones de las actividades económicas perturban estos derechos en 
zonas específicas de un distrito. Sin embargo, al considerar que la 
restricción horaria que se cuestionó fue impuesta en todo el distrito de 
manera generalizada, sin que se delimite esta por zonas aquejadas, la 
Comisión sostuvo que tal medida no resultaba razonable en la medida que 
ello supondría (i) que la totalidad del distrito se encuentra perjudicado por 
los problemas públicos invocados por la MM, y; (ii) que todos los 
establecimientos se encuentran generando dichos problemas con ocasión 
de la realización de sus actividades económicas.  
 
Asimismo, la Comisión sostuvo que la MM no aportó información y/o 
documentación a fin de determinar que todo el distrito presenta las 
problemáticas alegadas, así como tampoco es factible colegir que la 
totalidad de los establecimientos comerciales ubicados dentro del distrito 
se encuentren generando los inconvenientes. Por consiguiente, señaló 
que la medida resulta ser una barrera burocrática arbitraria.  
 
Proporcionalidad de la barrera burocrática: 
 
La Comisión señaló que, dentro sus descargos, la MM refirió que la 
medida adoptada era necesaria e idónea para proteger los derechos de 
los vecinos que habitan en las zonas aledañas a los establecimientos 
comerciales, con el objetivo de lograr una convivencia armónica. No 
obstante, de la información presentada por la propia MM, dicho órgano 
señaló que no se aprecia referencia alguna que acredite que, en el 
proceso de adopción de la medida cuestionada se hayan evaluado los 
costos y beneficios que esta generaría, por lo que ello hace suponer que 
la MM habría establecido la exigencia en todo el distrito sin tener en cuenta 
los impactos positivos y negativos que esta podría generar a PCYDI, a 
otro agentes y a la competencia de la denunciante en el mercado, aspecto 
que resulta necesario para determinar la proporcionalidad de la medida. 
 
En consecuencia, toda vez que no se acreditó que la restricción horaria es 
una medida proporcional a sus fines, la Comisión determinó que dicha 
medida no superó el segundo punto del análisis de razonabilidad, por lo 
que declaró que constituye barrera burocrática carente de razonabilidad 
y, por tanto, declaró fundada la denuncia. 
 

Posteriormente, mediante la Resolución N° 0235-2019/SEL-INDECOPI, del 4 
de julio de 2019, la Sala revocó la Resolución N° 0060-2019/CEB-INDECOPI, 
en tanto, para la segunda instancia, PCYDI no había presentado indicios 
suficientes sobre la carencia de razonabilidad de la medida cuestionada, por lo 
que no correspondía realizar el análisis de razonabilidad, de acuerdo con lo 
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previsto en el artículo 15 del Decreto Legislativo N° 1256. 
 
Sobre la base de los argumentos esbozados por ambas instancias, comparto la 
postura tomada por la primera instancia, la cual declaró barrera burocrática 
carente de razonabilidad la restricción horaria de funcionamiento impuesta por 
la MM. 
 
En primer lugar, la Comisión valoró como suficientes los indicios que presentó 
la denunciante, bajo una interpretación en favor del mecanismo de eliminación 
de barreras burocráticas (la promoción de actividades económicas), más aún si 
ya resulta una carga elevada a los denunciantes que presente argumentos con 
determinada rigurosidad y «suficiencia».  
 
En segundo lugar, el análisis de la primera instancia fue más exhaustivo al 
considerar que la restricción horaria no perseguía un problema a solucionar en 
todo el distrito de MM, no se logró identificar un interés público que debía ser 
tutelado, y que estaba siendo impuesto en todo el distrito, así como que 
tampoco se realizó una evaluación costo beneficio de la medida cuestionada.  
 
A mayor abundamiento a lo señalado, en los casos en los que se analiza como 
barrera burocrática una restricción horaria de funcionamiento de un 
determinado giro de negocio, las municipalidades, como entidades 
competentes, deben realizar una correcta evaluación de razonabilidad y 
proporcionalidad a sus intervenciones en los privados, a fin de determinar si 
dicha medida es la solución más idónea para resolver determinados problemas 
con los que cuenta un distrito y es la menos gravosa, vale decir, genera menos 
afectación al denunciante, su competencia y al mercado, así como consigue 
proteger un interés general.  
 
Para ello, las municipalidades deben identificar previamente los intereses 
públicos que persiguen y, consecuentemente a ello, los problemas que atentan 
dichos intereses (de ser el caso), a fin de determinar si la restricción horaria de 
funcionamiento sería la medida más idónea para solucionar los problemas 
identificados y las zonas donde se impondría.  
 
En el caso expuesto en el presente informe, la MM no cumplió con acreditar 
que los problemas consistentes en la emisión de ruidos molestos, la afectación 
a la salud, así como la seguridad y tranquilidad pública, se originan -
necesariamente- a causa del funcionamiento de discotecas hasta las 3 o 5 de 
la madrugada, ya que sus causas podrían deberse a otros factores, tales como, 
actos delincuenciales y vandalismo en determinados sectores del distrito, o la 
circulación de transporte público o de carga pesada a altas horas de la noche. 
 
Asimismo, la Municipalidad debió evaluar otras medidas menos costosas para 
los agentes económicos, que resulten igual o mejor efectivas que la impuesta a 
los administrados, como, por ejemplo, brindar servicio de serenazgo cerca de 
las calles donde operan determinados giros hasta altas horas de la noche, 
colocar cámaras de seguridad, o establecer una restricción horaria por zonas y 
no de manera globalizada en todo el distrito, las cuales permitan controlar o 
mitigar el supuesto problema público detectado. 
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En efecto, en pro de la competitividad y la simplificación administrativa, las 
entidades no deberían traspasar sus responsabilidades y/u obligaciones a los 
administrados, a fin de salvaguardar un presunto interés público, por lo que para 
lograr ello, las entidades deben optar por tomar medidas y/o acciones que 
puedan ser realizados por los mismos trabajadores de la Municipalidad, a fin de 
no limitar la libertad de empresa o la libre iniciativa privada de los agentes 
económicos. En esa línea, en caso de haber analizado todas las medidas 
posibles y, haber verificado que la mejor medida a tomar sería una que implica 
reducir los derechos de los agentes económicos, estos deben tomarse e 
implantarse en el ordenamiento jurídico municipal de tal modo que impacte lo 
menos posible a dichos agentes y siempre procurando que tales medidas sean 
adoptadas para solucionar un problema que aqueja a la colectividad.  
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V. CONCLUSIONES 
 
Las barreras burocráticas impuestas por las entidades de la Administración 
Púbica no siempre van a tener un efecto negativo sobre los administrados y/o 
agentes económicos, y ello se va a dar cuando estas resulten ser legales, es 
decir, cuando sean impuestas por la autoridad competente, cumplan los 
procedimientos y formalidades de ley y no vulneren el marco legal vigente; y 
cuando resulten razonables, las cuales serán así cuando la entidad que las 
imponga realice una correcta evaluación sobre los intereses públicos y 
problemas que persigue, cuando analice si la medida que impondrá es la más 
idónea, así cuando evalúe otras medidas que sean iguales o más efectivas que 
las que vaya a imponer, así como sus impactos positivos y/o negativos. 
 
En tal sentido, para lograr dicho óptimo, las municipalidades deben ejercer sus 
funciones en estricto respeto al ordenamiento jurídico. Solo de este modo las 
entidades emitirán medidas que, si bien puedan resultar obstáculos para la 
competitividad empresarial y para la simplificación administrativa, estás se 
impondrán dentro del correcto marco legal y se optarán por las medidas menos 
gravosas para los agentes económicos y administrados en general. Asimismo, 
deben ejercer sus actuaciones que les permite la ley en estricto cumplimiento a 
la razonabilidad referida en el Decreto Legislativo N° 1256, ello a fin de optar 
por las opciones más idóneas, más beneficiosas y menos costosas para los 
agentes económicos y los administrados, para que así se puedan maximizar 
sus recursos que, a la larga, repercutirá positivamente en toda la colectividad.  
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